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Resúmen
El preámbulo de las negociaciones de paz sobre el conflicto armado de Chiapas, la permanencia en el uso político y discrecional del Estado Mayor Presidencial, la continuidad y la intensificación de la presencia de las fuerzas armadas en la lucha contra el narcotráfico, la reincorporación de mandos castrenses en funciones policíacas y de investigación de delitos, y el planteamiento de ampliar las misiones militares hacia el exterior en acciones de pacificación, hace del inicio del gobierno de Vicente Fox (2000-2006), uno de los más complejos en la historia de las relaciones civiles-militares de nuestro país.  La ponencia hace una caracterización histórico-política de la relación civil-militar mexicana; en un segundo apartado, señala de lo que puede definirse como la agenda actual de dicha relación a la luz de la alternancia política ocurrida el año pasado y, por último, perfila la necesidad de nuevas formulaciones del contenido en los términos de la relación de los militares con la sociedad.  En conjunto, el trabajo trata de demostrar el posible contraste entre las pretensiones de cambio de un nuevo régimen luego de un largo proceso de democratización, y su viabilidad ante las inercias del pasado inmediato, caracterizadas por prácticas de corrupción, clientelismo y corporativismo institucionales.

I. Introducción

El arduo y prolongado preámbulo de las negociaciones de paz sobre el conflicto armado de Chiapas, la permanencia en el uso político y discrecional del Estado Mayor Presidencial, la continuidad e intensificación de la presencia de las fuerzas armadas en la lucha contra el narcotráfico, la reincorporación y aumento de mandos y fuerzas castrenses en funciones policíacas y de investigación de delitos, así como la pretensión de ampliar las misiones militares hacia el exterior en acciones de pacificación, hacen de los cien días de gobierno de Vicente Fox (2000-2006), uno de los inicios de régimen más complejos en la historia de las relaciones civiles-militares de México.

El presente ensayo aborda en forma breve la caracterización histórico-política de la relación civil-militar mexicana y, en un segundo apartado, la revisión de lo que puede señalarse como la agenda actual de dicha relación a la luz de los últimos cambios políticos y, por último, propone apuntar la necesidad de nuevas formulaciones del contenido en los términos de la relación de los militares mexicanos con la sociedad.

En conjunto, el trabajo busca demostrar el contraste entre las pretensiones de cambio de un nuevo régimen producto de la alternancia política y de un largo proceso de democratización y su viabilidad ante las inercias del pasado inmediato que le pueden hacer rehén, condenándole al atraso político y democrático en materia de relaciones civiles-militares.

II. Sometimiento militar a la autoridad civil. El Pacto Originario

Luego de que la facción triunfante de la revolución mexicana asumiese el control del país, el ejército figuraba en los primeros niveles del nuevo régimen en ciernes. La circunstancia de permanente convulsión política, le impuso al presidente Álvaro Obregón (1920-1924) la necesidad de iniciar un proceso interno de institucionalización en las filas del ejército. Las medidas obregonistas se dirigían a diluir, así fuera en forma incipiente, la preeminencia de los jefes militares revolucionarios que habían sustituido a los oficiales de la dictadura depuesta. La intención no era gratuita. Hasta entonces los militares mexicanos habían jugado un papel importante en el devenir de los primeros años del Estado mexicano. Entre 1860 y 1930 la institución armada era la fuente principal de los líderes políticos del país.

Más que la profesionalización, a Obregón le interesaba contar con un ejército confiable, una organización armada que, por sí misma, fuese garantía de la permanencia de la figura presidencial emanada, por supuesto, de la Revolución y la Constitución de 1917. Su estrategia adquirió matices diversos y contrastantes, algunos de ellos perdurarían hasta la fecha y otros más se desvanecerían con el tiempo: ofreció prosperidad mediante la oficialización de la corrupción (los famosos “cañonazos de cincuenta mil pesos”); el reconocimiento a la influencia política local de los jefes militares (verdaderos factores de poder caciquil); canonjías administrativas (estímulos y recompensas); y,... un decreto que reducía al ejército a la mitad de sus miembros en el plazo de un año
.

El nuevo esquema de dominación (que aún no puede decirse civilista pero sí institucional) tuvo como logro inmediato que los jefes militares se identificasen en la figura del Presidente en una rara mezcla de lealtad personal e institucional
. Por ello le fue posible a Obregón sortear la primera rebelión armada desde 1910 luego del triunfo de la Revolución: se alzó más de la mitad de los soldados del ejército y varios jefes militares importantes. El naciente poder político demostró que no estaba sustentado ya primordialmente en la fuerza de las armas. Parte fundamental de este éxito se explica gracias a que la nueva élite había llevado a cabo una estrategia complementaria de alianzas sociales con obreros y campesinos que, además, legitimaban al nuevo régimen
.

La política de Obregón fue seguida con otros matices por Plutarco Elías Calles (1924-1928) a fin de fortalecer el proceso de despolitización del ejército mediante tres ejes fundamentales de acción:

1. Supresión política (incluso física) de los generales y oficiales que no compartían los intereses y el proyecto de la nueva élite gobernante.

2. Redefinición del sistema educativo castrense a fin de perfilar una nueva doctrina entre la generación emergente de jefes militares y con una fuerte lealtad institucional hacia el sistema político emanado de la Constitución de 1917.

3. Fundación de un organismo político que diera cauce institucional a las disputas por el poder, todo bajo un conjunto renovado de reglas de juego.

Calles enfrenta el levantamiento cristero, guerra religiosa que pone a prueba el poder laico del nuevo Estado y la lealtad de un incipiente ejército profesional, que no deja de mostrar las dificultades de asumir por completo su nueva institucionalidad: el final del mandato callista, varios jefes militares se confabulan para apoderarse del gobierno ante las pretensiones reeleccionistas de Obregón. Los conjurados son sorprendidos y ejecutados en forma sumaria, marcando así la pauta de tratamiento de inconformidades políticas en el estamento militar
.

Al ser asesinado Avaro Obregón, ya como Presidente electo por un fanático religioso, Calles apuesta por medidas de alto riesgo para evitar la gobernabilidad e incluso la desaparición del régimen: luego de elogiar la institucionalidad del ejército, hace un llamado público a todos sus miembros para que rechacen toda insinuación al cuartelazo y, en lo privado, se reúne con los generales más influyentes en el Castillo de Chapultepec (entonces residencia oficial del ejecutivo) para pedirles en forma expresa que se apartaran de los procesos políticos y que le apoyasen para encontrar un candidato de unidad que salvara el riesgo de una guerra civil. El efecto principal de este complejo proceso de transición fue transferir el control del apoyo social al régimen, de los mandos del ejército a una organización política (el Partido Nacional Revolucionario que, a la postre, se convertiría en el Revolucionario Institucional, PRI), institucionalizando así las relaciones de poder del nuevo Estado Mexicano
.

Una vez que Lázaro Cárdenas (1934-1940) consolida, como parte de su estrategia corporativa y clientelar, la actividad militar dentro de la política a cambio de su sumisión a la autoridad civil (incorporando a los soldados como un sector partidista del entonces llamado Partido de la Revolución Mexicana, PRM), su sucesor, el también general Manuel Ávila Camacho (1940-1946), decidió separar al sector militar del partido oficial y procuró hacer de él una fuerza armada más sólida y eficiente en su organización durante este primer periodo postrevolucionario. En conjunto, tanto Cárdenas como Ávila Camacho dieron continuidad a esta estrategia de supervivencia del nuevo régimen con una visión de largo plazo. Así fue que ambos estadistas lograron culminar, con acciones divergentes y complementarias, la dominación de la fuerza armada
.

Al término del proceso de despolitización militar, el sistema político estaba listo para someterlo a prueba con la sucesión presidencial en la que se transferiría el poder al primer candidato de origen civil en la era postrevolucionaria. 

Como consecuencia de este proceso, se establecieron las características principales de la fuerza armada mexicana en términos políticos: la aceptación plena de reglas básicas de respeto y sumisión al poder civil y de que el apoyo y organización del régimen no estaba condicionada por el estamento militar. Como adición al arreglo institucional que adquiría un nuevo rostro con el ascenso de un presidente de origen civil, dentro de las fuerzas armadas se creó en 1946 el denominado Estado Mayor Presidencial, y que se trata de un contrapeso institucional que asegura a los mandatarios una lealtad mínima en caso de crisis que pudiese derivar en un golpe de Estado.

III. Aportaciones políticas y consecuencias del sometimiento militar

El desempeño militar desde entonces se concentró en el cumplimiento de tareas y misiones tradicionales tanto en lo interno como en lo externo, que estuvieron determinadas por nuestra posición geopolítica en el hemisferio. En la esfera interna, las fuerzas armadas, en principio, están limitadas a actividades de apoyo que corresponden propiamente a la acción cívica tradicional, mantenimiento del orden interno y protección de instalaciones estratégicas. En cuanto a la defensa hemisférica, por definición no se involucran en acciones militares conjuntas ni suponen una amenaza real externa por parte de sus vecinos
.

Las misiones básicas de la fuerza armada están condensadas en los llamados planes de Defensa Nacional (DN), que son tres: el DN-I opera en caso de agresión externa, los sectores castrenses se organizarían como fuerzas irregulares en conjunto con la población hasta expulsar al enemigo; el DN-II organiza a las fuerzas armadas contra la emergencia de amenazas internas que atenten contra la existencia y viabilidad de las instituciones del Estado; y, el DN-III opera en casos de desastres, concentrando todos los recursos disponibles para proporcionar auxilio a la población durante la emergencia
.

Pero el entramado institucional por el que se desenvuelve la acción militar en el régimen político mexicano está conformado por una compleja interacción de reglas escritas y no escritas que han permitido preservar la estabilidad de los sucesivos gobiernos desde 1924
.

La Constitución y las leyes secundarias representan el status legal militar. Formalmente, el ejército mexicano es una institución federal, organizado y mandatado por los poderes legislativo y ejecutivo. Pero aunque el Congreso participa en algunas materias específicas relacionadas sobre el estamento militar, por ejemplo, aprobación del presupuesto y sanción de nombramientos, es el presidente quien determina la orientación final de las decisiones. Como “Comandante Supremo” de las fuerzas armadas, el presidente determina al final los ascensos a partir de coronel y los de mayor rango con la ratificación del Senado. En forma discrecional, por ley también le corresponde al ejecutivo la designación de los titulares de la Defensa Nacional, de Marina, de los comandantes de zona militar y naval así como de sus jefes regionales respectivos.

Las reglas informales principales de la relación cívico-militar en México se  consolidaron desde hace cincuenta años con el gobierno de Miguel Alemán cuando se observa el establecimiento de un conjunto de incentivos políticos y materiales que, a la par de las disposiciones legales, en contrapartida mantuvieron a los militares lejos de las decisiones políticas fundamentales y de la conducción del país
. Parte de estos incentivos implican privilegios laborales y/o salariales, reconocimiento público por parte de los representantes del poder estatal, en especial del presidente y el apuntalamiento permanente de la ideología nacionalista que exalta a las fuerzas armadas como el pilar institucional clave del régimen
.

IV. El cambio de régimen.
Luego del 2 de julio de 2000, Vicente Fox, en su calidad de presidente electo, tuvo ante sí el reto de afrontar la definición concreta de su propia oferta de cambio que implicaba al mismo ejército
. El alcance de su ofrecimiento, en ese sentido, fue obviar como presidente en funciones, un conjunto de tareas y reformulaciones de la relación civil-militar que están en la mesa de la discusión pública desde hace tiempo:

Parte de esa agenda comprende la revisión institucional de la justicia militar y varios de sus aspectos que se vinculan necesariamente con la jurisdicción civil; la rendición de cuentas en materia presupuestal y financiera, sobre todo, a la luz de un nuevo esquema de fiscalización que permita correcciones institucionales y legales que fortalezcan, por ejemplo, los beneficios asistenciales dirigidos a sus miembros como lo es el sistema de pensiones, u otras materias más delicadas que se relacionan con el gasto militar en sí; ponderar la profesionalización del servicio de las armas, lo que reformularía el carácter actual de servicio militar obligatorio; la discusión y definición concreta respecto de la figura, aún vigente en nuestra Constitución, de la Guardia Nacional y, por supuesto, la redefinición legal, y al margen de decisiones discrecionales, de las misiones castrenses dentro y fuera del territorio nacional, en especial, las que se refieren a la lucha contra el narcotráfico, las acciones de pacificación y las de ayuda humanitaria.

Los primeros pasos

Como ningún otro Presidente en la historia reciente de México, desde que asumió el poder, Vicente Fox fue enfático y recurrente en ensalzar a las fuerzas armadas
. La retórica peculiar del Presidente dejaba traslucir algo más que el cumplimiento de ritos del sistema político mexicano: el nuevo mandatario quería dejar claro que gobernaría con el apoyo del ejército, el mismo que había servido en forma institucional a un partido diferente al suyo en los pasados 70 años.

Para ello, Vicente Fox recurrió, paradójicamente, a la fórmula de los primeros caudillos revolucionarios que impulsaron la institucionalidad del ejército (Obregón y Calles), ofreciendo no sólo mejorar la calidad de vida de sus miembros, sino “humanizar” a las fuerzas armadas
. Los militares, por su parte, además de hacer suyo el discurso político de moda (cambio)
, fueron incorporados a mayores responsabilidades de gobierno en el ámbito policiaco, reforzando y ampliando así sus márgenes de acción en la lucha contra el narcotráfico y lo que ello significa en términos de manejo presupuestal y equipamiento. Esto último resulta significativo al considerar que, antes de asumir el gobierno, los especialistas encargados por Fox en materia de seguridad, habían determinado que lo más recomendable en esta materia era ocupar a los militares “solo para erradicación de cultivos e intercepción de enervantes”
.

Sin embargo, el reposicionamiento castrense no sólo evitó ese repliegue, pese al escándalo sobre el involucramiento de dos generales más en actividades de narcotráfico, sino que apenas en el primer mes de gestión foxista, sus acciones e influencia abarcan aún el combate contra el crimen organizado, “cumpliendo las directrices de la administración pública federal”
.

En términos presupuestales, el Congreso aprobó para el 2001, casi en su totalidad la propuesta original de Vicente Fox para las Fuerzas Armadas (de 31 mil 388.4 millones a 31 mil 298.0 millones de pesos) y que representan casi un 3 % de aumento respecto del año anterior, manteniéndose así en la tasa promedio de los últimos años en cuanto a Producto Interno Bruto (0.5 %). De lo que ha trascendido en la forma como se beneficia ahora al estamento castrense, se señala el rubro de prerrogativas personales en el caso particular del anterior secretario de la Defensa, cuya seguridad (sin contar sus ingresos de alto mando retirado) significa una erogación mensual de 700 mil pesos al mes (cerca de 75 mil dólares US)
.

En materia de justicia militar, el presidente Fox, en la medida que el mando militar ya no puede avadir su intervención personal y directa, ha hecho valer más sus poderes discrecionales antes de fortalecer la eficacia de la aplicación de la ley. Así ha sido en el caso de los integrantes del llamado “Comando Patriótico de Concientización del Pueblo” que se manifestaron públicamente por cambios al interior de las fuerzas armadas a fines de 1998, y que fueron perseguidos y encarcelados en los meses siguientes. Fueron liberados al comienzo de 2001, más “por instrucciones superiores” que por haber logrado varios fallos favorables ante la justicia civil federal. Lo mismo sucedió con un oficial acusado de filtrar supuesta información de inteligencia militar sobre la lucha contra el narcotráfico que involucraba presuntamente a un familiar del anterior titular de la Defensa. Salió bajo fianza en marzo de 2001. A estos casos peculiares se antepone la firme postura de considerar innecesaria la figura de un Ombudsman militar
, en tanto que su principal impulsor dentro del ejército fue hecho preso de la justicia castrense bajo innumerables acusaciones que no han convencido a organismos nacionales e internacionales de derechos humanos que le defienden.

Tres aspectos específicos

Aunque la agenda del desempeño militar mexicano es extensa, vale la pena detenerse en algunos aspectos que, por su impacto político y presupuestal inmediato, tienden a modificar de manera sustancial las acciones del régimen en su vertiente civil-militar. Es el caso del desempeño castrense en la lucha antinarcóticos, las funciones policiales y las acciones militares externas.

Las fuerzas armadas han participado en forma sistemática en la lucha contra el narcotráfico desde hace poco más de 25 años. Desde el inicio de esta participación, existieron señales claras de los riesgos de dicha decisión, a saber, acusaciones de violación a los derechos humanos y la exposición de los militares al poder corruptor del narcotráfico. La presión norteamericana de los años ochenta de impulsar la participación de los ejércitos del hemisferio en esta lucha, coincidió con el viraje ideológico de una clase política mexicana con un proyecto tecnocrático y neoliberal en lo económico que no se sustrajo de su influencia.

En los últimos años, las acusaciones graves en contra de oficiales de alto rango, nos lleva a cuestionar si la misión castrense en la lucha contra el narcotráfico ha cubierto las expectativas planteadas en cuanto a su incidencia social y delictiva. Durante el régimen de Ernesto Zedillo (1994-2000), según las cifras oficiales, fueron confiscadas por las fuerzas armadas 76.5 toneladas de cocaína, lo que representa, según estos cálculos, casi un 90 por ciento más de lo que se decomisó en la administración precedente de Carlos Salinas (1988-1994)
.

En los primeros tres meses de gobierno de Vicente Fox, luego que de manera expresa se anuncia que el ejército asume gran parte de la responsabilidad en la lucha contra el narcotráfico
, se reporta el aseguramiento de, entre otras sustancias, 23 kilos de cocaína, 137 toneladas de marihuana y el decomiso de 440 armas de fuego. En el caso de la cocaína, las propias autoridades destacan que la acción de decomiso representa una tendencia decreciente respecto del año anterior
 (en el 2000 capturaron 3.2 toneladas). Los costos institucionales respecto de las fuerzas armadas han sido, sin duda, muy altos, pues están representados por una larga lista de nombres y hechos sobresalientes que datan desde 1984 hasta la última revelación de nuevos oficiales de alto rango involucrados en el narcotráfico
.

Mención aparte merece el envío de tropas al exterior, sea en misiones de paz o de ayuda humanitaria. La discusión está vinculada a un hecho que se registra desde el sexenio anterior: la salida de elementos castrenses en misiones de auxilio a la población en casos de desastre. Con la tragedia reciente de El Salvador (enero de 2001) sería la décima ocasión, desde 1996, que se realiza el envío de este tipo de ayuda humanitaria. La cuestión está estrechamente relacionada con la definición constitucional de las misiones del instituto armado. Tradicionalmente la postura apunta hacia el respeto de principios fundamentales de política exterior y de las restricciones legales del caso. Por un lado, la participación en misiones de paz abre un debate que cobró relevancia durante el sexenio de Carlos Salinas ente su pretensión de enviar tropas a la fuerza multinacional de paz comandada por los Estados Unidos en la Guerra del Golfo y que a la que se dio marcha atrás ante el rechazo de la opinión pública. El mismo debate renace ahora con el nuevo gobierno ante cuyo deseo renovado de enviar tropas a misiones de paz, se ha enfrentado al cuestionamiento legal y operativo del secretario de Marina. Debe decirse que el régimen de Vicente Fox, como antes lo hizo el de Ernesto Zedillo, ha decidido pasar por alto la restricción constitucional ante razones que políticamente nadie podría contrariar en cuanto a su sustento humanitario, pero el punto nodal es la violación constitucional
.

Sin duda estos dos aspectos, el del narcotráfico y la definición de nuevas misiones que se desarrollan en el exterior del país, nos sitúa en la posición de discutir la necesidad de plantear la reformulación de una política adecuada para hacer más eficiente el desempeño de otras agencias gubernamentales en la lucha contra el narcotráfico y la necesidad también de impulsar reformas constitucionales, al menos en lo que respecta a misiones específicas de ayuda humanitaria de las fuerzas armadas fuera del país. El otro aspecto, el de las misiones de paz, sería mejor continuar con el debate en forma más abierta y prolongada debido a sus implicaciones con los principios de política exterior que México ha seguido tradicionalmente.

V. Las tendencias de cambio hemisférico

El recorrido elemental sobre el proceso de despolitización del ejército mexicano y su sometimiento institucional al poder civil ha sido necesario para situar este caso con lo que está ocurriendo en el hemisferio. El fin de la Guerra Fría y los procesos de pacificación, así como los de consolidación democrática han dado lugar a un cambio radical sobre las relaciones cívico-militares en el continente
.

Las transformaciones más importantes de centran en la redefinición de la funciones de las instituciones armadas, acompañadas de un acercamiento institucional y abierto con sus respectivas sociedades, además de un nuevo compromiso de sujeción al poder civil y a las reglas del juego democrático. Estos cambios afectan la organización y estructura misma de los cuerpos castrenses, por lo general involucran la conducción a cargo de un civil y establecen un conjunto de reglas de supervisión y control a cargo del poder legislativo.

Estas tendencias renovadoras de transformación estructural que, como se sabe, no son gratuitas, han llevado a percibir el caso de México como de cierto retraso en el acompasamiento de tales cambios. Debe considerarse, sin embargo, que la experiencia de sometimiento militar al poder civil, con la caracterización institucional que se observa en Centro y Sudamérica, la vivió México desde hace más de medio siglo.

Este sometimiento civil de las fuerzas armadas mexicanas, en ocasiones se ha llegado a desvirtuar ante la concentración de poder unipersonal, deficientemente acotado, de la institución presidencial
. Esta es la razón principal por la que algunos actores políticos (partidos y ONG´s) demandan transformaciones en los mismos términos que se registran en otros países
. O bien, el desempeño del ejército ha sido cuestionado, no sólo en tareas de apoyo policiaco o de combate al narcotráfico, o su presencia en la zona de conflicto chapaneco, sino en su despliegue de salvamento en casos de desastre, atacando no la legitimidad de sus acciones, sino los fundamentos de su mandato constitucional.

Desde una visión amplia, estas percepciones son sintomáticas de cambios en el comportamiento político de las fuerzas armadas mexicanas y, en menor medida, de su relación con la sociedad. En efecto, más de tres décadas de intensa participación castrense en la lucha antinarcóticos (enfatizada más aún por los Estados Unidos), han producido un desgaste político e institucional que, por momentos, ha llevado al Estado mexicano diseñar una estrategia que permita, si no retirar a las fuerzas armadas por completo, dejarle un papel secundario y menos expuesto a la corrupción de que genera este fenómeno. A ello respondió, en parte, la creación de la Policía Federal Preventiva, con planes institucionales de mediano y largo plazos y cuyas bases legales se establecieron desde 1996
.

Por otra parte, el llamado “factor americano”, más que el fin de la Guerra Fría, sigue siendo desde siempre el elemento que determina varias de las características de la relación de las fuerzas armadas con el exterior. En efecto, a partir del Tratado de Libre Comercio con los Estados Unidos y Canadá, ha habido una dinámica diferente en cuanto a cooperación que va más allá de lo comercial, en especial con el primer país. El ejército mexicano está tratando de conciliar su tradicional recelo antinorteamericano con las necesidades de cambio originadas por los procesos de globalización. Por un lado, observa una mayor receptividad sobre el apoyo material que está relacionado con la lucha antinarcóticos y de formación de recursos y, por otro, procura (aunque  a veces de manera infructuosa, mantener su distancia respecto de actividades que considere que puedan atentar con su tradicional determinación doctrinal de defensa (soberanía y preservación del orden interno)
.

VI. Conclusiones

Transcurrido apenas una fracción del camino que debe recorrer el gobierno de Vicente Fox, quizá sea temprano formular un juicio de valor sobre el futuro de la relación civil-militar mexicana
. Pero sí es de extrañar el viraje discursivo y el tratamiento inicial del primer presidente no priísta en 70 años. La práctica política de los cambios en procesos de transición democrática apuntan casi en forma invariable, que las propuestas de transformación estructural se formulan y se intentan llevar a cabo en lo inmediato porque ello representa un mejor costo de oportunidad y así  lograr cierto éxito y aumentar la legitimidad del nuevo régimen.

Sin embargo, como se muestra en la consideración histórica de este ensayo, México define su relación institucional cívico-militar en un periodo crítico y de grave riesgo aún para su permanencia como Estado-nación. Sobra decir que el gobierno de Vicente Fox no enfrenta una situación difícil ni el lo político ni en lo económico y, quizá, estas sean las razones por las que se ocupa de otros asuntos que considera prioritarios. El problema radica en la posible consolidación de tendencias institucionales en el ámbito castrense que hagan vulnerable, en el mediano y largo plazos, la definición constitucional de la supremacía civil sobre la organización militar: la lucha contra el narcotráfico y la seguridad pública son dos de estos aspectos que pudieran servir de base para dicho debilitamiento y que, además, muestran un comportamiento errático
.

De igual manera, debe reconocerse que la transformación institucional que hizo posible la alternancia en el poder fue iniciada en el agónico sistema priísta (en las postrimerías del gobierno de Carlos Salinas y en la primera mitad del de Ernesto Zedillo). En este sentido, cabe observar que si bien no se tiene noticia de un encuentro con generales influyentes, como el que tuvo Calles en 1928, que ayudase a la transferencia pacífica del poder, Zedillo promovió en 1995 un ligero pero importante cambio legislativo que asegurase la no participación política de las fuerzas armadas, haciendo más severo el control disciplinario en este respecto.

Pero más allá de una recapitulación de hechos, lo que destaca en el incipiente camino que está recorriendo el gobierno de Vicente Fox, es la ausencia de formulaciones específicas sobre la acción castrense en sus misiones que, en especial, minimicen el riesgo de exponer a las fuerzas armadas a severos cuestionamientos estructurales que no se resuelven con respuestas retóricas o discursivas y, menos aún, con la asignación irrestricta de más recursos presupuestales sin control. A más de cien días de gobierno, no se observa tampoco un planteamiento concreto sobre el verdadero fortalecimiento de las instituciones policíacas en estas tareas, lo que contribuiría a retirar al ejército y orientar su desempeño hacia tareas que le son de su competencia natural, disminuyendo así su exposición a la corrupción del narcotráfico. Por el contrario, mientras existe un diagnóstico grave y preocupante respecto de la propia policía federal (dependiente de la Procuraduría) que le lleva más a su desaparición que a una verdadera transformación estructural, igual se observa un apuntalamiento militar en estas tareas de investigación policíaca. Por el lado de la nueva Secretaría de Seguridad Pública y de la nueva Policía Federal Preventiva, es manifiesta una falta de evaluación objetiva respecto de su desempeño funcional y presupuestal que le permita avanzar en su crecimiento institucional y al margen de los usos discrecionales del poder político
.

Estas circunstancias fortalecen la necesidad de avanzar en transformaciones en la relación civil-militar, que permitan al sistema político mexicano perdurar en un contexto de mayor democracia y un Estado de Derecho sólido y estable. La cuestión no es sobre el cuándo ocurrirán tales cambios en los términos que se observan en otras latitudes
, sino reconocer que los cambios, al menos dentro de la naturaleza peculiar del régimen mexicano en esta materia
, pudieran ser graduales y, sobre todo, que deben ser firmes, manifiestos y contar con la voluntad política de todos los sectores que involucra una política de defensa en el que, por supuesto, el presidente juega un papel muy importante.

El gobierno de Vicente Fox planteó un conjunto de metas quizá demasiado ambiciosas para la complejidad de los problemas de un país como México. En lo que se refiere a las fuerzas armadas, parece haber olvidado su promesa de cambio y transparencia que, por ahora, se mira más como una oferta de campaña de cumplimiento incierto. La cuestión es, desde esta perspectiva de análisis, que optar por una actitud autocomplaciente desde el gobierno, dejará de lado la oportunidad de arribar a un nuevo pacto civil-militar, muy diferente al que se confeccionó hace más de cincuenta años: cupular, corporativo y autoritario.
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